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ESTADO ELECTRÓNICO 036 

 

 

La Sala Penal del Tribunal Superior de Antioquia en cumplimiento al inciso 3° del 

parágrafo 1 del artículo 13 del acuerdo PCSJA20-11546 del 25/04/2020 y sus 

prorrogas expedido por el Consejo Superior de la Judicatura, fija el presente 

estado electrónico.  
 
 

RADICADO 
INTERNO 

TIPO  DE 
PROCESO 

ACCIONANTE/SOLICITANTE 
DELITO 

ACCIONADO / ACUSADO DECISIÓN 
FECHA DE 
DECISIÓN 

2020-0544-1 
auto ley 

906 
PREVARICATO POR OMISION Y 

OTROS 
ANA CRISTINA CHICA 

RESTREPO 
Fija continuación de 

juicio oral 
Febrero 29 

de 2024 

2024-0310-1 
Tutela 1º 
instancia 

JOHN ESTEBAN LEON PAVAS 
FISCALIA 89 SECCIONAL 

DE RIONEGRO 
ANTIOQUIA Y OTROS 

Niega por hecho 
superado 

Febrero 29 
de 2024 

2024-0133-1 
auto ley 

906 
HURTO CALIFICADO Y 

AGRAVADO 
HEDIER ALBERTO RIOS 

CIFUENTES 

Fija fecha de 
publicidad de 
providencia 

Febrero 29 
de 2024 

2023-2326-3 
Incidente 

de 
Desacato 

REINEL OLIMPO ANAYA 
EPMSC DE APARTADO 

ANTIOQUIA 

Se abstiene de 
sancionar por 

desacato 

Febrero 29 
de 2024 

2024-0303-3 
Tutela 1º 
instancia 

FRANKLIN ROBERT SANCHEZ 
GARCIA 

JUZGADO 1° DE E.P.M.S. 
DE APARTADO 

ANTIOQUIA Y OTROS 

Niega por hecho 
superado 

Febrero 29 
de 2024 

2024-0309-3 
Tutela 1º 
instancia 

JOHAN ISAAC PIÑA LOPEZ 
JUZGADO 1° DE E.P.M.S. 
DE ANTIOQUIA Y OTROS 

Niega por hecho 
superado 

Febrero 29 
de 2024 

2023-0865-4 
auto ley 

906 
LAVADO DE ACTIVOS 

CARLOS ANDRÉS FORERO 
SUÁREZ 

Dispone 
notificación de 

providencia 

Febrero 29 
de 2024 

2024-0131-5 
auto ley 

906 
LUIS GONZALO GALLO RESTREPO 

JUZGADO 2° PENAL DEL 
CIRCUITO ESPECIALIZADO 
DE ANTIOQUIA Y OTROS 

Concede recurso de 
apelación 

Febrero 29 
de 2024 

2024-0150-5 
Tutela 2° 
instancia 

MARCELA ESTRADA VALENCIA COLPENSIONES Y OTRO 
Confirma fallo de 1° 

instancia 
Febrero 29 

de 2024 

2024-0130-5 
Tutela 2° 
instancia 

CARLOS ALBERTO BANGUERO 
MORENO 

PERIODICO DEL HERALDO 
DE URABA ANTIOQUIA Y 

OTROS 

Confirma fallo de 1° 
instancia 

Febrero 29 
de 2024 
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2024-0160-5 
Tutela 2° 
instancia 

JOSE MARIA SIERRA CORREA Y 
OTROS 

GOBERNACION DE 
ANTIOQUIA Y OTROS 

Modifica fallo de 1° 
instancia 

Febrero 29 
de 2024 

2023-1513-5 
sentencia 

2º 
instancia 

ACTOS SEXUALES VIOLENTOS 
OMAR ALVEIRO CASTAÑO 

GIRALDO 
Confirma sentencia 

de 1° Instancia 
Febrero 29 

de 2024 

2024-0268-4 
auto ley 

906 
ACCESO CARNAL ABUSIVO CON 

MENOR DE 14 AÑOS 
YAIR OSAIDER VALENCIA 

HENAO 
confirma auto de 1° 

Instancia 
Febrero 29 

de 2024 

 

 

FIJADO, HOY 01 DE MARZO DE 2024, A LAS 08:00 HORAS 

 

 

ALEXIS  TOBÓN  NARANJO  

SECRETARIO 

 

 

DESFIJADO EN LA MISMA FECHA A LAS 17:00 HORAS 

 

ALEXIS  TOBÓN  NARANJO  

SECRETARIO 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE ANTIOQUIA 

SALA DE DECISIÓN PENAL 

 

 

Medellín, veintiocho (28) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 
 
 

RADICADO 05001 60 00359 2017 00021 (2020-0544-1) 

PROCESADA ANA CRISTINA CHICA RESTREPO 

DELITO PREVARICATO POR ACCIÓN 

 

Atendiendo la disponibilidad de la Sala de Audiencias de la Corporación, 

y en concertación con las partes e intervinientes fijase como fecha para 

la realización de la continuación de la audiencia de juicio oral, para el 

MARTES CINCO (05) DE MARZO DE DOS MIL VEINTICUATRO 

(2024), A LAS 02:00 P.M. 

 

Es de anotar que conforme con lo autorizado por el artículo Tercero del 

ACUERDO PCSJA22-11972 del 30 de junio de 2022, emitido por el 

CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA, la audiencia se realizará 

mediante el uso de las tecnologías de la información y las 

comunicaciones, motivo por el cual, a través de la Secretaría de la Sala, 

se enviará a las partes oportunamente el link para la correspondiente 

conexión. 

 

Por la Secretaría de la Sala entérese de manera oportuna a todas las 

partes e intervinientes. 

 
COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
EDILBERTO ANTONIO ARENAS CORREA 

Magistrado 1 

 

                                                           
1 Puede validar la autenticidad del documento firmado electrónicamente ingresando en la dirección:  
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/firmaelectronica 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE ANTIOQUIA 

SALA DE DECISIÓN PENAL 

Medellín, veintinueve (29) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 
 

Proyecto discutido y aprobado en sesión de la fecha, Acta 035 
 

 

 

PROCESO : 05000-22-04-000-2024-00100 (2024-0310-1) 
ASUNTO : ACCIÓN DE TUTELA 
ACCIONANTE 
AFECTADO 

: JOHN ESTEBAN LEÓN PAVAS 
: DIEGO ALEJANDRO URREGO CORREA 

ACCIONADO : FISCALÍA 89 SECCIONAL DE RIONEGRO 
ANTIOQUIA 

PROVIDENCIA : FALLO PRIMERA INSTANCIA 

 

 

ASUNTO 

 

 

La Sala resuelve la acción de tutela presentada por el Dr. John 

Esteban León Pavas apoderado judicial del señor DIEGO 

ALEJANDRO URREGO CORREA en contra del CENTRO DE 

SERVICIOS JUDICIALES DE MEDELLÍN y la FISCALÍA GENERAL 

DE LA NACIÓN. 

 

A la acción de tutela se vinculó de manera oficiosa al DIRECCIÓN 

SECCIONAL DE ANTIOQUIA, a la FISCALÍA 26 SECCIONAL DE 

CAUCASIA, JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO DE 

CAUCASIA, ANTIOQUIA, al CENTRO DE SERVICIOS 

ADMINISTRATIVOS DE LOS JUZGADOS DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE MEDELLÍN Y ANTIOQUIA y el 

JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE 

SEGURIDAD DE ANTIOQUIA. 
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LA DEMANDA 

 

 

Indicó la accionante que el 30 de enero de 2024 radicó vía correo 

electrónico a csspamed@cendoj.ramajudicial.gov.co; donde solicitó 

informar la etapa procesal que se encuentra, el Juzgado que tiene el 

proceso actualmente y compartir el expediente digital con respecto a la 

cédula de ciudadanía 1.000.439.673 correspondiente al señor Diego 

Alejandro Urrego Correa. 

 

Afirmó que el 30 de enero de 2024 el Centro de Servicios Judiciales de 

Medellín le respondió que no encontró ningún proceso que se estén 

llevando a cabo en dicho Centro o Juzgado adscrito a esa 

Dependencia, además le indicaron que se debía comunicar con el 

Fiscal del caso para que aclare la etapa en que se encuentra el 

proceso. 

 

Expreso que debido a la respuesta el 31 de enero de 2024 reenvió el 

hilo del correo a ges.documentalpqrs@fisaclia.gov.co solicitando 

enviar la petición a la Fiscalía 26 Seccional de Caucasia, para lo cual 

el 02/02/2024 fue enviada la petición a la Dirección Seccional de 

Antioquia y al momento de la presentación de la acción constitucional, 

no ha recibido respuesta alguna por parte de las entidades 

mencionadas. 

 

Solicitó amparar sus derechos fundamentales y en consecuencia, 

ordenar la entrega de la respuesta inmediata a la petición y compulsar 

copias a las entidades responsables disciplinariamente con ánimo que  

inicien la respectiva indagación frente a una posible sanción 

disciplinaria por la no respuesta oportuna a la presente petición 
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LAS RESPUESTAS 

 

 

1.- La Fiscalía 26 Seccional de Caucasia, Antioquia, manifestó que el 

derecho de petición fue enviado por el accionante el 31/01/2024, 

donde una vez se recibe en esa dependencia procedió a realizar las 

verificaciones en el correo electrónico pudiendo constatar que el 

petitorio allegó el 02 de febrero de 2024. 

 

Afirmó que el 20 de febrero de 2024 envío contestación de fondo y 

congruente al peticionario dando cabal cumplimiento a lo solicitado. 

 

Precisó que a la fecha de presentar el informe se encuentra vigente la 

Ley 1755 de 2015, por lo tanto, al momento de presentar la tutela no 

se ha materializado vulneración alguna al derecho fundamental de 

petición, ya que la presentación del escrito a la Fiscalía General de la 

Nación 31/01/2024 al correo ges.documentalpqrs@fiscalia.gov.co, no 

han transcurrido el término establecido por el legislador, por lo que la 

entidad aún se encuentra dentro del plazo legal para resolver la 

solicitud, por lo que al momento de radicar la tutela no se podía atribuir 

una afectación o amenaza de los derechos fundamentales invocados 

por el accionante, concluyó que la afectación alegada es improcedente 

por no vislumbrar por parte de esa agencia fiscal transgresión alguna a 

los derechos del accionante. 

 

Expresó que en el presente caso se materializó el fenómeno de la 

carencia actual de objeto por hecho superado y, por tanto, cualquier 

decisión resultaría inocua pues la omisión que dio origen a la acción 

fue interrumpida con las respuestas suministradas. 
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2.- El Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de 

Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Antioquia manifestó 

que una vez revisado el sistema de Gestión Siglo XXI, al señor Diego 

Alejandro Urrego Correa le aparece el proceso con CUI 05154 60 

00361 2022 00035 01 y radicado interno del Juzgado 02 de Ejecución 

de Penas y Medidas de Seguridad de Antioquia 2023 A2-0525, en el 

cual se le condenó por el Juzgado Penal del Circuito de Caucasia-

Antioquia, el 4 de agosto de 2022, como responsable del delito de 

fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, 

partes o municiones agravado, a una pena de 144 meses de prisión y 

como accesoria la inhabilitación para el ejercicio de derechos y 

funciones públicas por un tiempo igual al de la pena principal, 

negándose la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la 

prisión domiciliaria. 

 

Expresó que llegó para la vigilancia de la pena por los Juzgados de 

Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Antioquia, 

sometiéndose a reparto el 24 de febrero de 2023 de diciembre de 

2023, correspondiéndole la vigilancia, al Juzgado 02 de Ejecución de 

Penas y Medidas de Seguridad de Antioquia. 

 

Afirmó que revisando el pantallazo por el aportado, se nota que se le 

escribió al Centro de Servicios Judiciales SAP, donde no aparece en 

su sistema de gestión, ninguna información respecto al presente 

proceso, porque ejecución de penas y conocimiento funcionan 

totalmente independientes, en su registro de las actuaciones y la 

función de este el centro de servicios en el presente proceso, hasta 

ese momento procesal, es recibir, registrar y enviar actuaciones al 

Juzgado, la cual ha cumplido a cabalidad y en ningún momento se 

violentó derecho alguno al sentenciado en sus actuaciones. 
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3.- El Juzgado Penal del Circuito de Caucasia si bien no emitió 

pronunciamiento de la acción de tutela si envió constancia de la 

respuesta enviada al accionante con fecha del 23 de febrero de 2024 

al correo electrónico te-ban@hotmail.com. 

 

4.- El Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y medidas de 

Seguridad de Antioquia manifestó que a ese Despacho corresponde la 

vigilancia de la ejecución de la pena de 144 meses de prisión que le 

fue impuesta a Diego Alejandro Urrego Correa por el Juzgado Penal 

del Circuito de Caucasia, Antioquia, como autor del delito de 

fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, 

partes o municiones agravado, en fallo emitido el 4 de agosto de 2022 

en el que se le negó tanto la condena de ejecución condicional como 

la prisión domiciliaria prevista en el artículo 38 B del C. Penal, motivo 

por el cual el sentenciado se encuentra detenido en el EPMSC de 

Caucasia Ant., por cuenta de ese proceso que se identifica con el CUI 

05154 60 00361 2022 00035 y el N.I. 2023 A2-0525. 

 

Expresó que mediante las decisiones interlocutorias N° 520 y 521 del 

pasado 23 de febrero, el Juzgado le concedió al sentenciado 32 días 

de redención de pena y le definió su situación jurídica en punto al 

descuento de la pena que le fue impuesta, respondiendo a la petición 

que en ese sentido había remitido al Despacho el EPMSC de 

Caucasia, Antioquia, donde purga la pena, decisión que se encuentra 

en vías de notificación y el 29 de agosto de 2023, mediante el auto de 

sustanciación N° 2069, había resuelto negativamente una solicitud de 

acceso al expediente presentada por un profesional del derecho dado 

que no era él quien figuraba como el defensor del sentenciado Diego 

Alejandro Urrego Correa, y el 1° de septiembre de 2023, ordenó el 
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desglose de una petición del condenado de que se le trasladara de 

centro penitenciario, y el envío de la misma a la Dirección Noroeste del 

INPEC, por ser esa la entidad competente para atender ese tipo de 

solicitudes, siendo las anteriormente mencionadas, las únicas 

peticiones que respecto de ese condenado, han recibido en el 

Despacho, tal como puede ser confirmado en la ficha biográfica del 

proceso. 

 

Afirmó que ese Juzgado no ha recibido una solicitud en el sentido 

planteado por el condenado en su escrito de tutela, y aquellas que han 

sido aducidas, han sido respondidas en forma debida, incluida la 

última de redención de pena y definición de la situación jurídica, 

motivo por el cual pidió que declare la improcedencia del mecanismo 

constitucional no ha dejado de atenderse en esa sede judicial las 

peticiones presentadas. 

 

 

LAS PRUEBAS 

 

 

1.- La Fiscalía 26 Seccional de Caucasia, Antioquia, adjuntó copia del 

oficio No. 20600-01-02-26-091 del 20 de febrero de 2024, constancia 

de envío al correo electrónico te-ban@hotmail.com. 

 

2.- El Juzgado Penal del Circuito de Caucasia Antioquia anexó copia 

oficio N° 102-24 del 23 de febrero de 2024 dirigido al señor John 

Esteban León Pavas, constancia de entrega de la remisión expediente 

a EPMS de fecha 22/02/2023, copia oficio No. 234-23 dirigido al Dr. 

Víctor Mario Vélez Pardo, constancia pantallazo de consulta, 

constancia de envío al correo electrónico te-ban@hotmail.com del 
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23/02/2024. 

 

4.- El Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y medidas de 

Seguridad de Antioquia adjuntó copia auto interlocutorio 520 y 521 del 

23/02/2024 que redime pena y define situación jurídica, copia de los 

datos del proceso del procesado.  

 

 

CONSIDERACIONES 

 

 

El artículo 86 de la Constitución Política señala que toda persona tiene 

derecho a promover acción de tutela ante los jueces para obtener la 

protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales 

cuando por acción u omisión, le sean vulnerados o amenazados por 

cualquier autoridad pública, siempre que no exista otro medio de 

defensa judicial o, cuando existiendo, se utilice como mecanismo 

transitorio para evitar la materialización de un perjuicio irremediable.  

 

Así que, en términos generales, la acción de tutela ha sido concebida 

única y exclusivamente para dar solución eficiente a situaciones 

creadas por actos u omisiones que impliquen vulneración o amenaza 

de un derecho fundamental, para las cuales el sistema jurídico no 

tenga previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los 

jueces, para lograr la protección del derecho presuntamente 

amenazado. 

 

En orden a resolver la presente acción, la Sala reitera una vez más que 

la tutela, por su carácter residual y subsidiario, salvo que se utilice 
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como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, no es 

procedente cuando se cuente con otro mecanismo de defensa judicial. 

En efecto, ha dicho nuestro máximo organismo Constitucional: 

 
“... la acción de tutela no ha sido concebida como un instrumento para 
sustituir los demás medios de defensa judicial, sino como un mecanismo que 
complementa los otros recursos y acciones, en la medida en que cubre 
aquellos espacios que éstos no abarcan o lo hacen deficientemente. Aceptar 
lo contrario sería admitir que el juez constitucional tomara el lugar de las 
otras jurisdicciones, resultado que iría en contra del fin de la jurisdicción 
constitucional, cual es el de velar por la guarda e integridad de la 
Constitución, tarea que comprende también la de asegurar las competencias 
de las otras jurisdicciones. Es por eso que esta Corte estableció, en su 
sentencia T-119 de 1997, que dentro de las labores que le impone la 
Constitución ‘está la de señalarle a la acción de tutela límites precisos, de 
manera que se pueda armonizar el interés por la defensa de los derechos 
fundamentales con la obligación de respetar el marco de acción de las 
jurisdicciones establecidas.”1 

 

En el presente caso, el doctor John Esteban León Pavas, como 

apoderado judicial del señor Diego Alejandro Urrego Correa, manifestó 

que elevó petición ante el Centro de Servicios de los Juzgados 

Sistema Penal Acusatorio el 30/01/2024 y a la Fiscalía 26 Seccional de 

Caucasia por intermedio de la Fiscalía General de la Nación el 31 de 

enero de 2024, Antioquia, solicitando que se le informe la etapa 

procesal en que se encuentra el proceso 05154 60 00361 2022 00035, 

en cual Juzgado se encuentra actualmente el proceso y compartir 

copia del expediente digital. 

 

Al respecto se advierte que el Centro de Servicios le dio respuesta el 

mismo 30 de enero de 2024, adicionalmente las demás entidades 

informaron no contar con ninguna petición por parte del accionante y 

por último la Fiscalía 26 Seccional de Rionegro, Antioquia, informó que 

el 20 de febrero de 2024 le brindó la respectiva respuesta al actor, 

                                              

1 Sentencia T-625 de 2000.  
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para lo cual fue notificada dicha mediante el correo electrónico te-

ban@hotmail.com, adicionalmente indicando que se encontraban 

dentro del término de ley para dar respuesta a la petición.  

 

De lo anteriormente expuesto, se puede concluir que, en relación con la 

petición realizada por el accionante ante el Centro de Servicios 

Judiciales del Sistema Penal Acusatorio y la Fiscalía 26 Seccional de 

Caucasia, Antioquia, como lo indicó se encontraba dentro del término 

para proferir una respuesta de fondo a la petición ya que si se tiene en 

cuenta la petición fue presentada el 31 de enero de 2024 por lo que el 

plazo para emitir una respuesta de fondo finalizaba el 21 de febrero de 

2024, sin embargo, el 20 de febrero de 2024 dio respuesta de fondo al 

peticionario y fue notificada al correo electrónico aportado por el mismo 

peticionario y verificado de manera directa por la auxiliar del Despacho 

en el celular 3128025709 donde el Dr. John Esteban León Pavas 

confirmó haber recibido la respuesta y estar conforme a lo solicitado. 

 

La jurisprudencia constitucional ha establecido que cuando el hecho 

que ha dado lugar al ejercicio de la petición de amparo ha 

desaparecido, el juez de tutela queda imposibilitado para emitir orden 

alguna para la protección de derechos fundamentales, pues ha dejado 

de existir el objeto jurídico sobre el cual proveer. Es decir, la decisión 

que hubiera podido proferir el juez constitucional, en relación con la 

protección solicitada, resultaría inoficiosa por carencia actual de 

objeto. 

 

En este orden de ideas, en Sentencia T-352 de 2006, la H. Corte 

Constitucional reiteró que si durante el trámite de la acción de tutela, 

la vulneración o amenaza a los derechos fundamentales desaparece, 

el amparo constitucional pierde toda razón de ser como mecanismo 
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apropiado y expedito de protección judicial, pues la decisión que 

pudiese adoptar el juez respecto del caso específico resultaría a todas 

luces inocua, y por tanto, contraria al objetivo constitucionalmente 

previsto para dicha acción. 

 

En ese orden, logra constatarse entonces que, para el presente 

evento, se está ante la configuración de un supuesto de hecho 

superado, por cuanto el Centro de Servicios Judiciales del Sistema 

Penal Acusatorio y la Fiscalía 26 Seccional de Caucasia Antioquia 

entregó mediante el correo electrónico te-ban@hotmail.com, la 

respuesta de fondo brindada ante la petición realizada por el 

accionante el pasado 31 de enero de 2024.  

 

Así las cosas, se declarará que estamos en el presente trámite 

constitucional frente a la configuración de un hecho superado y, en 

consecuencia, se denegarán las pretensiones de la parte accionante, 

acorde a los planteamientos que fueron objeto de análisis en líneas 

precedentes. 

 

Con fundamento en lo expuesto, el Tribunal Superior de Antioquia, 

Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la 

República y por autoridad de la Ley,  

 

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO: NEGAR la pretensión de tutela formulada por el Dr. John 

Esteban León Pavas como apoderado judicial del señor Diego 

Alejandro Urrego Correa, pues se está ante un hecho superado.  



RADICADO 05000-22-04-000-2024-00100 (2024-0310-1) 

ACCIONANTE JOHN ESTEBAN LEÓN PAVAS 

AFECTADO: DIEGO ALEJANDRO URREGO CORREA 

NIEGA TUTELA 
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SEGUNDO: Esta decisión puede ser impugnada dentro de los tres (3) 

días siguientes a su notificación. En caso de que no se presente 

ninguna impugnación, envíese el expediente a la Honorable Corte 

Constitucional para su eventual revisión. 

 

 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

EDILBERTO ANTONIO ARENAS CORREA 
Magistrado 

 
 

NANCY ÁVILA DE MIRANDA 
Magistrada 

 

MARÍA STELLA JARA GUTIÉRREZ 
Magistrada 

 

Firmado Por:

 

 

Edilberto Antonio Arenas Correa

Magistrado

Sala 001 Penal

Tribunal Superior De Medellin - Antioquia

 

 

Nancy  Avila De Miranda

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Sala 003 Penal

Tribunal Superior De Antioquia - Antioquia

 

 

Maria Stella Jara Gutierrez



Magistrada

Sala  Penal

Tribunal Superior De Antioquia
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 
 
 

TRIBUNAL SUPERIOR DE ANTIOQUIA 
SALA DE DECISIÓN PENAL 

 
 

Radicado 05000-22-04-000-2023-00785-00 (2023-2326-3) 
   Accionante Reinel Olimpo Anaya 

Accionado EPMSC Apartadó   
   Asunto Incidente de desacato 
   Decisión No sanciona  
   Acta  No. 071 de febrero 28 de 2024 
 
 

Medellín, veintiocho (28) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

 
ASUNTO 

 

Resuelve la Sala el incidente de desacato presentado por Reinel Olimpo 

Anaya, contra el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de 

Seguridad de Apartadó, Antioquia, por el presunto incumplimiento del fallo 

de tutela emitido por esta Corporación el 18 de diciembre de 2023. 

 

DEL INCIDENTE DE DESACATO 

 

Indicó el incidentante que no se ha dado cumplimiento al fallo de tutela del 

18 de diciembre de 2023.   

 

DE LO ORDENADO EN TUTELA 

 

Mediante fallo del 18 de diciembre de 2023, esta Sala amparó parcialmente la 

garantía fundamental al debido proceso de Reinel Olimpo Anaya, y, en 

consecuencia, se dispuso:  
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SEGUNDO: ORDENAR al EPMSC Apartadó que, en un término de cuarenta 
y ocho (48) horas posteriores a la notificación de esta providencia, ponga en 
conocimiento del señor REINEL OLIMPO ANAYA, si aún no lo ha hecho, los 
autos 2521, 2523, 2525 y 2527 del 14 de diciembre de 2023, así como la 
providencia No. 415 del 10 de febrero de 2022 referidas en la parte motiva de esta 
decisión.   
 
Igualmente, para que, en el mismo término, remita al Juzgado que actualmente 
vigila la condena de OLIMPO ANAYA, esto es, el Juzgado Primero de Ejecución 
de Penas y Medidas de Seguridad de Apartadó, Antioquia, los certificados 
actualizados que acrediten lo correspondiente para redención de pena del actor, 
en el periodo comprendido entre julio a octubre de 2023 junto con los 
correspondientes certificados que autoriza el desarrollo de actividades los días 
sábados y festivos, si a ello hubiere lugar.      

 

ACTUACIÓN PROCESAL 

 

El cinco de febrero de 20241, se requirió previamente al EPMSC Apartadó, a 

fin de que en el término tres (3) días informara sobre el cumplimiento a la 

orden emitida en la sentencia de tutela del 18 de diciembre de 2023. 

 

En respuesta, el EPMSC Apartadó informó y acreditó haber puesto en 

conocimiento del señor Reinel Olimpo Anaya los autos 2521, 2523, 2525 y 2527 

del 14 de diciembre de 2023, así como la providencia No. 415 del 10 de febrero 

de 2022.  

 

No obstante, no informó ni acreditó haber remitido al Juzgado Primero de 

Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Apartadó, Antioquia, los 

“certificados actualizados que acrediten lo correspondiente para redención de pena del actor, 

en el periodo comprendido entre julio a octubre de 2023 junto con los correspondientes 

certificados que autoriza el desarrollo de actividades los días sábados y festivos, si a ello 

hubiere lugar.”      

 

Por lo tanto, mediante auto del nueve de febrero de 2024 nuevamente se 

ordenó requerir al EPMSC Apartadó para que, en el término de tres (03) días 

hábiles, dieran total cumplimiento a la orden de tutela; sin embargo, en 

respuesta, replicó contestación anterior.  

                                         
1 Folio 002, expediente digital de incidente de desacato. 
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Por tal razón, con auto del 19 de febrero de 2024 se dispuso la apertura formal 

del tramite incidental por el presunto desacato a la orden judicial, con el fin 

de que el Director del EPMSC Apartadó, solicitara y aportara las pruebas que 

pretendiera hacer vale dentro del trámite. 

 

Con oficio No. 2024EE0040988 emanado el 20 de febrero de los corrientes, el 

asesor jurídico del CPMS de Apartadó, Dragoniante Elbert Andrés Ariza 

Castañeda, informó que en las fechas que se indicaran a continuación se 

remitió al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de 

Apartadó, Antioquia, la siguiente documentación: (i) el 18 de noviembre de 

2023 solicitud de redención de pena No. 19032969 del primero de julio de 2023 

hasta el 30 de septiembre de 2023, (ii) el 16 de febrero la redención No. 

19078787 del primero de octubre de 2023 hasta el 31 de diciembre de 2023, y 

(iii) el 20 de febrero de 2024 la orden de trabajo No. 4720696.  

 

A través de auto del 22 de febrero de los corrientes, se dio apertura al periodo 

probatorio, decretando como pruebas de oficio las siguientes:  

 REQUERIR al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de 
Seguridad de Apartadó, Antioquia, a fin de que, en el término de DOS 

(02) DÍAS HÁBILES, informe a esta Magistratura si con relación al 
sentenciado REINEL OLIMPO ANAYA, el EPMSC Apartadó remitió a 
ese despacho “certificados actualizados que acrediten lo correspondiente para 
redención de pena del actor, en el periodo comprendido entre julio a octubre de 
2023 junto con los correspondientes certificados que autoriza el desarrollo de 
actividades los días sábados y festivos, si a ello hubiere lugar.”, para lo cual 
deberá allegar los corrientes soportes. 

 

 REQUERIR al Director del EPMSC Apartadó, Teniente José Armado 
Orozco Cárdenas, a fin de que, en el término de DOS (02) DÍAS 

HÁBILES, allegue a esta Magistratura constancia o soporte de haber 
enviado al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de 
Seguridad de Apartadó, Antioquia con relación al sentenciado REINEL 
OLIMPO ANAYA, los “certificados actualizados que acrediten lo 
correspondiente para redención de pena del actor, en el periodo comprendido 
entre julio a octubre de 2023 junto con los correspondientes certificados que 
autoriza el desarrollo de actividades los días sábados y festivos, si a ello hubiere 
lugar.”. 
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En respuesta, el EPMSC Apartadó replicó la respuesta proporcionada en 

oportunidad anterior, sin allegar los soportes solicitados; no obstante, el 

Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Apartadó, 

Antioquia, en la contestación al requerimiento manifestó que el referido 

establecimiento penitenciario “el 18 de diciembre de 2023 remitió a esta Judicatura 

el cómputo 19032969 que comprende las actividades de trabajo de julio a septiembre 

de 2023 (…) el 16 de febrero de 2024 remitió el certificado TEE 19078752 por las 

actividades de labor realizadas por OLIMPO ANAYA en los meses de octubre, 

noviembre y diciembre de 2023 y el 20 de febrero de 2024 envió a este Despacho la 

orden de trabajo.” 

 

Añadiendo además que “Por lo expuesto, esta Judicatura el 23 de febrero de 2024 

con interlocutorio 375, 376 y 377 concede redención de pena al sentenciado y aclara 

el estado actual de su proceso”.  

 

CONSIDERACIONES DE LA SALA 

 

Teniendo en cuenta que la finalidad de la acción de tutela es la protección 

eficaz e inmediata de los derechos fundamentales, frente a las agresiones o 

amenazas de las que sean objeto por la acción u omisión de las autoridades 

públicas y eventualmente por particulares, claro deviene el deber del Juez 

Constitucional para garantizar tal propósito, aún con posterioridad a la 

decisión de amparo. 

 

Esto, por cuanto su labor no se limita a impartir una orden que formalmente 

proteja los derechos de quienes acuden a este mecanismo, sino que se extiende 

a la obligación de velar por la efectividad de las medidas adoptadas; y en ese 

sentido, a agotar todas las posibilidades a su alcance, hasta lograr que la 

decisión materialmente produzca el resultado esperado. 

 

El artículo 27 del Decreto 2591 de 1991, que reglamenta el artículo 86 de la 

Constitución Política, confiere la competencia al Juez que conoce y falla la 

acción de tutela, de tal forma, que este pueda activar los medios idóneos y 
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eficaces para exigir el acatamiento de las sentencias. Igualmente, el artículo 52 

inciso 1° ibídem, establece el alcance de las sanciones pertinentes para el 

incumplimiento de las órdenes judiciales. 

 

Deviene, entonces, que el fallo se infringe cuando no solamente el depositario 

de las órdenes las incumple en su totalidad sino también parcialmente; 

mediando siempre la intención de evadir la obligación prohijada por la 

sentencia judicial, siendo necesario demostrar con certeza que el 

incumplimiento se derivó de la responsabilidad subjetiva del accionado, pues 

no es procedente la presunción de responsabilidad con base en el mero acto 

de incumplimiento. En este sentido, la Corte Constitucional refirió que: 

  

“El desacato es un mecanismo de creación legal, que procede a 
petición de la parte interesada, a fin de que el juez constitucional en 
ejercicio de sus potestades disciplinarias sancione con arresto o multa 
a quien con responsabilidad subjetiva desatienda las órdenes 
proferidas mediante sentencias que buscan proteger los derechos 
fundamentales. 

En consonancia con lo anterior, debe precisarse que la figura del 
desacato ha sido entendida como una medida que tiene un carácter 
coercitivo, con la que cuenta el juez constitucional para conseguir el 
cumplimiento de las obligaciones que emanan de sentencias de tutela 
(…). ”2 

 

Sobre la verificación de los requisitos para que configure el incumplimiento 

por desacato a la orden emitida en fallo de tutela, nuestro máximo Tribunal 

en lo Constitucional, refirió lo siguiente: 

 

“10.4. Puesto que se trata de un procedimiento disciplinario, el 
incidente de desacato está cobijado por las garantías que el derecho 
sancionador prodiga al disciplinado, entre ellas la necesidad que se 
demuestra la responsabilidad subjetiva en el incumplimiento del fallo 
de tutela.  Por ende, para declarar el desacato de la autoridad 
responsable no basta con que se compruebe la omisión, sino que esta 
debe ser atribuible al sancionado.  Sobre el particular, la 
jurisprudencia ha insistido en que “… el juez de tutela al tramitar el 
respetivo incidente tiene el deber constitucional de indagar por la 

                                         
2 Corte Constitucional, Sentencia T-171 de 2009.. 
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presencia de elementos que van dirigidos a demostrar la 
responsabilidad subjetiva de quien incurre en desacato, por tanto 
dentro del proceso debe aparecer probada la negligencia de la persona 
que desconoció el referido fallo, lo cual conlleva a que no pueda 
presumirse la responsabilidad por el sólo hecho del incumplimiento. 
De acuerdo con ello, el juzgador tiene la obligación de determinar a 
partir de la verificación de la existencia de responsabilidad subjetiva 
del accionado cuál debe ser la sanción adecuada – proporcionada y 
razonable – a los hechos.(…) En este punto cabe recordar que, la mera 
adecuación de la conducta del accionado con base en la simple y 
elemental relación de causalidad material conlleva a la utilización del 
concepto de responsabilidad objetiva, la cual está prohibida por la 
Constitución y la Ley en materia sancionatoria. Esto quiere decir que 
entre el comportamiento del demandado y el resultado siempre debe 
mediar un nexo causal sustentado en la culpa o el dolo”.3 

 

El objetivo del incidente es asegurar el absoluto respeto y la efectividad de las 

decisiones adoptadas por el Juez de Tutela, toda vez que su inobservancia 

entraña una nueva y flagrante violación a las garantías fundamentales y, en 

general, del ordenamiento Constitucional. En cuanto a la temática, la Alta 

Corporación ha indicado que:  

 

“… (vi) el trámite de incidente de desacato, debe respetar las 
garantías del debido proceso y el derecho de defensa de aquél de quien 
se afirma ha incurrido en desacato4, quien no puede aducir hechos 
nuevos para sustraerse de su cumplimiento5; (vii) el objetivo de 
la sanción  de arresto y multa por desacato es el de lograr la eficacia 
de las órdenes impartidas por el juez de amparo para la efectiva 
protección de los derechos fundamentales reclamados por los 
tutelantes, por lo cual se diferencia de las sanciones penales que 
pudieran ser impuestas6; (viii) el ámbito de acción del juez, definido 
por la parte resolutiva del fallo correspondiente, le obliga a verificar 
en el incidente de desacato “(1) a quién estaba dirigida la orden; (2) 
cuál fue el término otorgado para ejecutarla; (3) y el alcance de la 
misma. Esto, con el objeto de concluir si el destinatario de la orden la 
cumplió de forma oportuna y completa (conducta esperada)”7. De 
existir el incumplimiento “debe identificar las razones por las cuales 
se produjo con el fin de establecer las medidas necesarias para 
proteger efectivamente el derecho y si existió o no responsabilidad 
subjetiva de la persona obligada”8. 

                                         
3 Corte Constitucional, Sentencia T-123 de 2010. 
4 Corte Constitucional, Sentencias T-459 de 2003, T-368 de 2005, T-368 de 2005, T-1113 de 2005 y Auto 118 de 2005. 
5 Corte Constitucional, Sentencia T-343 de 1998.  
6 Sentencias C-243 de 1996 M.P. Vladimiro Naranjo Mesa, C-092/97 M.P. Carlos Gaviria Díaz. Respecto de la finalidad de la 
sanción que se impone por desacato a una orden del juez de tutela cabe resaltar lo señalado por la Corte en sentencia T- 421 
de 2003 M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
7 Sentencias T-553/02 y T-368/05. 
8 Sentencia T-1113 de 2005 M.P. Jaime Córdoba Triviño 
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La posibilidad de que el juez de tutela imponga sanciones a quien 
incumple sus órdenes está perfectamente justificada pues como ha 
sostenido esta Corporación: 
 
“…el incumplimiento de las sentencias judiciales constituye una 
trasgresión del derecho fundamental de acceso a la justicia puesto que 
el reconocimiento de esta garantía en el texto constitucional se 
encuentra encaminado, como es obvio, no sólo a garantizar la 
posibilidad de interponer acciones frente a tribunales competentes e 
imparciales, y a reclamar una decisión sobre las pretensiones 
debatidas. Adicionalmente –y cabe anotar que en este punto adquiere 
sentido la totalidad del proceso judicial agotado- incluye el derecho a 
obtener cumplimiento de las decisiones consignadas en las 
sentencias. De otra forma, se desvanece la legitimidad de la Rama 
judicial y sus decisiones se convierten en meras proclamaciones sin 
contenido vinculante”9. 

 

En el caso concreto tenemos que la orden del fallo de tutela del 18 de 

diciembre de 2023 está dirigida al EPMSC Apartadó para que, en el término 

de 48 horas contadas a partir de la notificación de la sentencia, pusiera en 

conocimiento del señor REINEL OLIMPO ANAYA, los autos 2521, 2523, 2525 

y 2527 del 14 de diciembre de 2023, así como la providencia No. 415 del 10 de 

febrero de 2022 referidas en la parte motiva de esta decisión.   

 

Igualmente, para que, en el mismo término, remitiera al Juzgado Primero de 

Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Apartadó, Antioquia, los 

certificados actualizados que acrediten lo correspondiente para redención de 

pena de OLIMPO ANAYA, en el periodo comprendido entre julio a octubre 

de 2023 junto con los correspondientes certificados que autoriza el desarrollo 

de actividades los días sábados y festivos, si a ello hubiere lugar.      

 

El accionante puso de presente que la orden emitida no había sido cumplida; 

sin embargo, durante el trámite incidental se comprobó que el EPMSC 

cumplió con lo ordenado, pues el establecimiento penitenciario puso en 

conocimiento del señor REINEL OLIMPO ANAYA los autos 2521, 2523, 2525 

                                         
9 Sentencia T-096-08 M.P. Humberto Sierra Porto 
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y 2527 del 14 de diciembre de 2023, así como la providencia No. 415 del 10 de 

febrero de 2022.  

 

Además, el 18 de diciembre de 2023 remitió al Juzgado Primero de Ejecución 

de Penas y Medidas de Seguridad de Apartadó, Antioquia, el cómputo 

19032969 que comprende las actividades de trabajo de julio a septiembre de 

2023, y el 16 de febrero de 2024 remitió el certificado TEE 19078752 por las 

actividades de labor realizadas en los meses de octubre, noviembre y 

diciembre de 2023. Igualmente, el 20 de febrero de 2024 envió a ese Despacho 

el certificado que autoriza el desarrollo de actividades los días sábados y 

festivos.  

 

Con lo anterior, demostró objetivamente el cumplimiento de lo ordenado por 

esta Sala de Decisión el 18 de diciembre de 2023 y, en consecuencia, no hay 

lugar a declarar en desacato al Director del EPMSC Apartadó, Teniente José 

Armando Orozco Cárdenas.  

 

Con fundamento en lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DE 

ANTIOQUIA, SALA DE DECISIÓN PENAL, EN SEDE 

CONSTITUCIONAL,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: NO SANCIONAR al Teniente José Armando Orozco Cárdenas -

Director del EPMSC Apartadó-, dado el cumplimiento de lo ordenado en la 

sentencia de tutela adiada el 18 de diciembre de 2023, radicado 05000-22-04-

000-2023-00785-00 (2023-2326-3), emitida a favor del señor Reinel Olimpo 

Anaya.  

 

SEGUNDO: ARCHIVAR el presente incidente de desacato.  
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TERCERO: COMUNÍQUESE a las partes la presente decisión por el medio 

más expedito y hágaseles saber que contra la misma no procede recurso 

alguno. 

  

Comuníquese y cúmplase, 

 

 

(Firma electrónica) 
MARÍA STELLA JARA GUTIÉRREZ 

Magistrada 
 
 

(Firma electrónica) 
RENÉ MOLINA CÁRDENAS 

Magistrado 
 
 

(Firma electrónica) 
JOHN JAIRO ORTIZ ALZATE 

Magistrado 
 

Firmado Por:

 

 

Maria Stella Jara Gutierrez

Magistrada

Sala  Penal

Tribunal Superior De Antioquia

 

 

John Jairo Ortiz Alzate

Magistrado

Sala  Penal

Tribunal Superior De Medellin - Antioquia

 

 

Rene  Molina Cardenas

Magistrado

Sala 005 Penal

Tribunal Superior De Medellin - Antioquia
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Decisión       Improcedente por hecho superado  
Acta:        N° 072 febrero 28 de 2024 

 
 

Medellín, veintiocho (28) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

 

 

 

 

ASUNTO 

 

Resuelve la Sala la acción de tutela propuesta por FRANKLIN ROBERT 

SÁNCHEZ GARCÍA, en contra del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y 

Medidas de Seguridad de Apartadó, Antioquia, por la presunta vulneración 

de su derecho fundamental al debido proceso.  

 

FUNDAMENTOS DE LA PETICIÓN 

 

Relató el accionante1 que en julio de 2023 solicitó ante el Juzgado Primero de 

Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Apartadó, Antioquia, su 

libertad condicional, la cual reiteró el 18 de septiembre de esa misma 

anualidad; sin embargo, no ha recibido respuesta alguna.  

 

                                                           
1 PDF 003, expediente digital de tutela.  
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Por lo anterior solicitó se le ampare el derecho fundamental invocado, y, en 

consecuencia, se ordene al Juzgado accionado de trámite a su petición. 

 

TRÁMITE 

 

1. Mediante auto adiado el 20 de febrero de 20242, se avocó la acción de 

tutela, se corrió traslado al despacho demandado y se vinculó al EPMSC 

Apartadó para que, dentro del término improrrogable de dos (2) días, dieran 

respuesta sobre los hechos y pretensiones de la tutela y rindieran el informe 

que estimaran conveniente.  

 

2. El asesor jurídico del EPMSC Apartadó manifestó que el 18 de 

septiembre de 2023 remitieron solicitud de libertad condicional al Juzgado 

Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Apartadó, 

Antioquia, a favor del señor FRANKLIN ROBERT SÁNCHEZ GARCÍA, 

despacho competente para pronunciarse sobre lo pedido. 

 
Por lo tanto, solicitan ser desvinculados del presente trámite.  

 

3. La titular del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de 

Seguridad de Apartadó, Antioquia, manifestó que mediante sentencia del 27 

de mayo de 2021 el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de 

Medellín, Antioquia, condenó a FRANKLIN ROBERT SÁNCHEZ GARCÍA, 

a la pena de 66 meses de prisión por el punible de concierto para delinquir 

agravado. 

 

El 19 de abril de 2023 recibió el expediente remitido por el Centro de Servicios 

Administrativo de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de 

Seguridad de Medellín y Antioquia. 

 

El ocho de mayo de 2023 avocó conocimiento de la causa y con auto No. 370 

del 22 de febrero de 2024, negó la solicitud de libertad condicional.  

 

De tal forma, solicitó se declare la carencia de objeto por hecho superado.  

                                                           
2 PDF N° 005 Expediente Digital. 
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CONSIDERACIONES DE LA SALA 

 

De conformidad con lo preceptuado en el artículo 86 de la Constitución 

Política, 37 del Decreto 2591 de 1991 y 1° del Decreto 1983 de 2017, es 

competente esta Sala para proferir fallo de primera instancia dentro de la 

presente acción de tutela. 

 

Según el artículo 86 de la Constitución Política toda persona puede, mediante 

este mecanismo, reclamar ante los jueces la protección inmediata de sus 

derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que resulten 

vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad, 

a condición de que no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 

se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  

 

El objetivo de este trámite preferente no es otro diferente a que el juez 

constitucional, en uso de sus facultades, mediante sentencia, haga cesar la 

vulneración de prerrogativas fundamentales alegada en el libelo.  

 

No obstante, ha ilustrado la jurisprudencia constitucional, que existen 

eventos en los que el pronunciamiento del juez carece de objeto, bien sea 

porque ha cesado la afectación al derecho o, también, porque la misma se ha 

materializado de forma irreversible.  

 

Los anteriores eventos fueron rotulados por la Corte Constitucional como 

hecho superado y daño consumado, respectivamente. Así los desarrolló el 

alto Tribunal: 

 

“El hecho superado se presenta cuando, por la acción u omisión (según sea 
el requerimiento del actor en la tutela) del obligado, se supera la afectación 
de tal manera que “carece” de objeto el pronunciamiento del juez. La 
jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en 
el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro 
del contexto de la satisfacción de lo pedido en tutela. Es decir, el hecho 
superado significa la observancia de las pretensiones del accionante a partir 
de una conducta desplegada por el agente transgresor. El daño consumado 
tiene lugar cuando “la amenaza o la vulneración del derecho fundamental 
han producido el perjuicio que se pretendía evitar con la acción de tutela. La 
configuración de este supuesto ha sido declarada por la Corte, por ejemplo, 
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en los casos en que el solicitante de un tratamiento médico fallece durante el 
trámite de la acción como consecuencia del obrar negligente de su E.P.S., o 
cuando quien invocaba el derecho a la vivienda digna fue desalojado en el 
curso del proceso del inmueble que habitaba”.3 

 

Del estudio de la demanda, se tiene que la pretensión del accionante va 

dirigida a que el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de 

Seguridad de Apartadó, Antioquia, se pronuncie acerca de su solicitud de 

libertad condicional.  

 

Frente a lo anterior, debe precisarse, como lo ha expresado la Corte Suprema de 

Justicia “que cuando los sujetos procesales presentan solicitudes ante las autoridades 

judiciales en el marco de la actuación en la cual están vinculados, y éste no las resuelve, 

el derecho conculcado no es el de petición sino el debido proceso, en su manifestación del 

derecho de postulación, pues debe tenerse en cuenta que se está frente actuaciones 

regladas por la ley procesal.”4 

 

Ahora, durante el trámite de este asunto constitucional, se satisfizo la 

pretensión del actor, pues el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y 

Medidas de Seguridad de Apartadó, Antioquia, acreditó que con auto 

interlocutorio No. 370 del 22 de febrero de 2024 negó al señor FRANKLIN 

ROBERT SÁNCHEZ GARCÍA la libertad condicional pretendida, y obra 

constancia en el expediente de la notificación de la anterior providencia al 

sentenciado en esa misma data5.    

 

Como viene de verse, emerge diáfano que la autoridad accionada superó la 

inconformidad que originó la interposición de la acción de tutela, por lo que 

en el presente asunto se ha generado el fenómeno conocido como “hecho 

superado”, cuyo contenido se explicó anteriormente.  

 

Por lo tanto, ante la carencia actual de objeto, la Sala declarará la ocurrencia 

del hecho superado, frente a la pretensión elevada por el actor en contra del 

                                                           
3 Corte Constitucional, Sentencia T-011 de 2016. 
4 STP8654-2023 
5 PDF 009 Expediente Digital, folio 02, link acceso expediente: 2023ª100072, carpeta 
05001600000020210045202, carpeta Ejecución, carpeta FranklinRobertSanchezGarcia, 
C02EjecuciónApartado, PDF 54. 
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Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de 

Apartadó, Antioquia. 

 

En mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DE ANTIOQUIA, SALA 

DE DECISIÓN PENAL, administrando justicia en nombre de la República y 

por autoridad de la Constitución y la Ley,   

 

RESUELVE   

   

PRIMERO: Declarar improcedente la tutela por presentarse el fenómeno 

jurídico del hecho superado. 

 

SEGUNDO: INFORMAR que contra esta providencia procede su 

impugnación, dentro del término de tres (3) días hábiles contados a partir de 

la notificación de la misma. Si no fuere impugnado, ENVIAR la actuación a 

la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

  

Notifíquese y cúmplase, 

 
(Firma electrónica) 

MARÍA STELLA JARA GUTIÉRREZ 
Magistrada 

 
 

(Firma electrónica) 
RENÉ MOLINA CÁRDENAS 

Magistrado 
 
 

(Firma electrónica) 
JOHN JAIRO ORTIZ ALZATE 

Magistrado 
 
 
 

 

Firmado Por:



 

 

Maria Stella Jara Gutierrez

Magistrada

Sala  Penal

Tribunal Superior De Antioquia

 

 

John Jairo Ortiz Alzate

Magistrado

Sala  Penal

Tribunal Superior De Medellin - Antioquia

 

 

Rene  Molina Cardenas

Magistrado

Sala 005 Penal

Tribunal Superior De Medellin - Antioquia

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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 Radicado      05000-22-04-000-2024-00099-00 (2024-0309-3) 
Accionante    Johan Isaac Piña López  
Accionado   Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas 

de Seguridad de Antioquia.    
Asunto      Tutela de Primera Instancia 
Decisión       Improcedente por hecho superado  
Acta:        N° 073 febrero 28 de 2024 

 
 

Medellín, veintiocho (28) de febrero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

 

 

 

ASUNTO 

 

Resuelve la Sala la acción de tutela propuesta por JOHAN ISAAC PIÑA 

LÓPEZ, en contra del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de 

Seguridad de Antioquia, por la presunta vulneración de su derecho 

fundamental al debido proceso.  

 

FUNDAMENTOS DE LA PETICIÓN 

 

Relató el accionante1 que, el seis de febrero de 2024 solicitó de redención de 

pena al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de 

Antioquia; sin embargo, no ha obtenido respuesta alguna.  

 

Aseveró que el referido despacho no le ha redimido pena desde julio a 

diciembre de 2023. 

 

                                                           
1 PDF 003, expediente digital de tutela.  
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Por lo tanto, solicita la protección de sus derechos fundamentales. 

 

TRÁMITE 

  

1. Mediante auto adiado el 21 de febrero de 20242, se avocó la acción de 

tutela y se corrió traslado al despacho demandado y se vinculó al EPMSC 

Bolívar y al Centro de Servicios de los Juzgados de Ejecución de Penas y 

Medidas de Seguridad de Antioquia, para que dentro del término 

improrrogable de dos (2) días, se pronunciaran sobre los hechos y 

pretensiones de la tutela y rindieran el informe que estimaran conveniente.  

 

2. La directora del EPMSC Bolívar informó que el Juzgado Primero de 

Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Antioquia, el 20 de febrero de 

2024 remitió a ese penal, decisión por medio del cual se concede redención al 

sentenciado JOHAN ISAAC PIÑA LÓPEZ.  

 
En esa misma data, se notificó al condenado de la decisión.  

 

Por lo tanto, solicita ser desvinculados de este trámite. 

 

3. El Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de 

Antioquia, manifestó que mediante auto No. 0556 y 0557 del 19 de febrero de 

2024 resolvió negar la solicitud de redención de pena del condenado PIÑA 

LÓPEZ, por cuanto, con auto anterior (No. 330 del 30 de enero de 2024) se 

pronunció al respecto, no siendo factible realizar un doble reconocimiento.  

 

Respecto al reclamo referente a la falta de reconocimiento de un trimestre de 

actividades, efectuó un cuadro por medio del cual se consignó los certificados 

allegados, la fecha y los autos con los cuales fueron reconocidas las 

redenciones de pena. 

 

Dichos autos fueron notificados al accionante por intermedio del 

Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Ciudad 

Bolívar, Antioquia. 

                                                           
2���3�'�)���1�ƒ�����������(�[�S�H�G�L�H�Q�W�H���'�L�J�L�W�D�O�� 
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